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Resumen: El objeto de este comentario es analizar la sentencia No. 3 de 11 de 
enero de 2017, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia mediante 
la cual, luego de declarar que la Asamblea Nacional estaba en situación de 
desacato de decisiones judiciales anteriores, que le impiden ejercer sus funciones, 
considerando nulas sus actuaciones, ordenó que el Mensaje anual del Presidente 
de la República se presentase ante la propia Sala Constitucional y no ante la 
Asamblea Nacional. 

Palabras Clave: Asamblea Nacional. Funciones; Juez Constitucional. Usurpación 
de funciones legislativas. 

Abstract This purpose of these comments is to analyze the decision issued by the 
Constitutional Chamber of the Supreme Tribunal of Justice No. 3 of January 11 of 
2017, in which it declared that all the National Assembly acts, being in situation of 
contempt regarding prior judicial decisions, are null and void, preventing it to ex-
ercise its functions; providing in consequence that the Annual Speech of the Presi-
dent was to be delivered before the Constitutional Chamber and not before the   
Assembly. 
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legislative functions. 

El mismo día 6 de enero de 2017, al día siguiente de la instalación de la Asamblea na-
cional para su segundo período de sesiones, el Presidente de la República, asistido del Con-
sultor Jurídico del “Ministerio del Poder Popular del Despacho de la Presidencia y Segui-
miento de la Gestión de Gobierno,” presentó ante la Sala Constitucional, una “demanda de 
interpretación del artículo 237 del Texto Fundamental, en relación al desacato que mantiene 
la Asamblea Nacional frente al Poder Judicial y al orden constitucional.” 

Según se informa en la sentencia, la Sala Constitucional se reconstituyó el día 11 de 
enero y ese mismo día dictó la sentencia Nº 3 de 11 de enero de 2017,1 mediante la cual de-
claró “la omisión inconstitucional del Poder Legislativo Nacional,” en dar cumplimiento a 
sus múltiples sentencias de desacato, disponiendo que: 

                                            
1  http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/194892-03-11117-2017-17-0002.HTML. 



REVISTA DE DERECHO PÚBLICO N° 149/150 - 2017 

 

272 

4.1. Que en esta oportunidad el Presidente Constitucional y en pleno ejercicio de sus funcio-
nes, ciudadano Nicolás Maduro Moros, debe rendir su mensaje anual al que refiere el artículo 
237 Constitucional, en el que dará cuenta de los aspectos políticos, económicos, sociales y 
administrativos de su gestión durante el año inmediatamente anterior, ante el Tribunal Su-
premo de Justicia, en transmisión conjunta de radio y televisión, para llegar a la mayor canti-
dad de venezolanas y venezolanos.  

El Presidente recurrente, en efecto, basó su demanda de interpretación sobre la presen-
tación de su memoria anual ante la Asamblea nacional conforme a lo establecido en el artícu-
lo 237 de la Constitución, en el hecho de que la Sala Constitucional había declarado inconsti-
tucionales y nulos todos los actos emanados de la Asamblea Nacional, “incluyendo las leyes 
que sean sancionadas, mientras se mantenga el desacato a la Sala Electoral del Tribunal Su-
premo de Justicia”, así como también en desacato a decisiones emanadas de esa Sala (vid. 
sentencias Nº 808 y 810, de fechas 2 de septiembre de 2016 y 21 de septiembre de 2016, y 
recientemente en las Nº 952 del 21 de noviembre de 2016, Nº 1012, 1013 y 1014 del 25 de 
noviembre de 2016 y Nº 1086 del 13 de diciembre de 2016, en las que ha ratificado el 
desacato por parte de la Asamblea Nacional a las decisiones Nº 260 del 30 de diciembre de 
2015, 1 del 11 de enero de 2016 y 108 del 1 de agosto de 2016, emanadas de la Sala Electoral 
del Tribunal Supremo de Justicia.” 

Y considerando en consecuencia que constituía “un hecho público, notorio y comunica-
cional” que la Asamblea Nacional aún se encontraba en desacato, lo que resultaba de los 
actos adoptados en su sesión de instalación del 5 de enero de 2017, con lo cual se había “au-
to-incapacitado para ejercer las actuaciones constitucionales que le corresponden e impedir 
que los órganos respectivos puedan acudir a ella, como en situaciones de normalidad consti-
tucional lo prescribe el Texto Fundamental,” el Presidente planteó su: 

“duda hermenéutica respecto a si, ante tales circunstancias y a pesar de tal situación de 
desacato, debo presentar el mensaje ante la Asamblea Nacional que alude el artículo 237 
Constitucional, o si, por el contrario, dada la omisión inconstitucional por parte del órgano 
Legislativo Nacional frente al Poder Judicial y a la Constitución, debo abstenerme de hacerlo 
ante la misma, sino, en esencia, presentar mi mensaje anual ante el Pueblo Venezolano, 
transmitido por los medios de comunicacional social, para informarlos debidamente de los 
logros alcanzados por el Gobierno Nacional durante el año 2016.” 

Admitida la demanda de interpretación constitucional, y considerado el asunto como de 
mero derecho, la Sala hizo referencia a lo decidido por la Sala Electoral mediante sentencias 
Nº 260 del 30 de diciembre de 2015, Nº 1 del 11 de enero de 2016, y Nº 108 del 1° de agosto 
de 2016, en las cuales de “manera enfática, categórica y expresa,” consideró que “con la 
juramentación como diputados del órgano legislativo nacional, los ciudadanos Nirma Guaru-
lla, Julio Haron Ygarza y Romel Guzamana, habían incurrido  

“en el supuesto establecido en el artículo 138 de la Constitución de la República Bolivariana 
de Venezuela, al usurpar el ejercicio del referido cargo legislativo en desacato de la sentencia 
número 260 citada, norma constitucional que preceptúa que toda autoridad usurpada es inefi-
caz y sus actos son nulos, se encuentran viciados de nulidad absoluta y por tanto resultan 
inexistentes aquellas decisiones dictadas por la Asamblea Nacional a partir de la incorpora-
ción de los mencionados ciudadanos”. 

La Sala Constitucional, además recordó:  

“entre otras tantas, las sentencias de esta Sala Nº 808 y 810, de fechas 2 y 21 de septiembre 
de 2016, respectivamente; 952 del 21 de noviembre de 2016, así como también las decisiones 
1012, 1013, 1014 del 25 de noviembre de 2016 y 1 del 6 de enero de 2017, en las que se ha 
ratificado el desacato por parte de la Asamblea Nacional a las decisiones Nº 260 del 30 de 
diciembre de 2015, 1 del 11 de enero de 2016 y 108 del 01 de agosto de 2016, emanadas de 
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la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia, estableciendo entre otros pronunciamien-
tos “que resultan manifiestamente inconstitucionales y, por ende, absolutamente nulos y ca-
rentes de toda vigencia y eficacia jurídica, los actos emanados de la Asamblea Nacional, in-
cluyendo las leyes que sean sancionadas, mientras se mantenga el desacato a la Sala Electo-
ral del Tribunal Supremo de Justicia”. 

Igualmente, la Sala Constitucional hizo referencia a sus sentencias declaratorias de in-
constitucionalidad de decisiones de la Asamblea, por la misma razón de desacato de la 
Asamblea nacional, Nº 614 del 19 de julio de 2016, Nº 478 del 14 de junio de 2016, Nº 460 
del 9 de junio de 2016, Nº 797 del 19 de agosto de 2016, Nº 259 del 31 de marzo de 2016, Nº 
9 del 1° de marzo de 2016, de cuyo contenido que transcribió parcialmente en la sentencia 
dedujo que lo que ha hecho: 

“un sector que dirige la Asamblea Nacional, desde la teoría jurídica de las nulidades, es ge-
nerar la nulidad absoluta y carencia de cualquier tipo de validez y eficacia jurídica de las ac-
tuaciones que ha venido realizando. Así se declara.” 

La Sala Constitucional, pasó luego a referirse al derecho a la tutela judicial efectiva y al 
rol de la Justicia, haciendo referencia a sus decisiones Nº 708 del 10 de mayo de 2001, Nº 
576 del 27 de abril de 2001, Nº 290 de fecha 23 de abril de 2010, concluyendo que la actua-
ción de la Asamblea Nacional de desacato a las decisiones tanto de la Sala Electoral como de 
la Sala Constitucional “determina la nulidad de cualquier acto emanado de dicho órgano 
parlamentario, en contumacia y rebeldía” a lo dispuesto por las mismas, “es decir, sin haber 
desincorporado formalmente a los ciudadanos Nirma Guarulla, Julio Haron Ygarza y Romel 
Guzamana como Diputados de dicha Asamblea Nacional, se traduce en la nulidad absoluta de 
dichos actos así emanados, junto a los derivados de los mismos (ver sentencia Nº 2/2017) 
[…] resultando, por ende, dichos actos absolutamente nulos y sin ningún tipo de validez y 
eficacia jurídica. Así se declara. 

Esa situación, a juicio de la Sala Constitucional, “incapacita al Poder Legislativo para 
ejercer sus atribuciones constitucionales de control político de gestión”, tal como lo declaró 
la Sala en sentencias Nº 3 de 14 de enero 2016, y Nº 9 del 1 de marzo de 2016, por lo que al 
constituir:  

“un hecho público, notorio y comunicacional que el 5 de enero de 2017, la Asamblea Nacio-
nal inició su Segundo periodo de sesiones en un acto iniciado e impulsado por la Junta Direc-
tiva saliente, que la dirigió durante el año 2016, y se realizó en el seno de ese órgano legisla-
tivo en desacato frente al Poder Judicial (vid supra), la elección y juramentación de su Junta 
Directiva para el periodo en curso, circunstancia que, por ende, implica un vicio de nulidad 
absoluta que afecta la validez constitucional de ese y de los actos subsiguientes, así como 
también la legitimidad y eficacia jurídica de la juramentación y demás actos de la referida 
junta directiva –incluyendo la presidencia de la Asamblea Nacional– (sin mencionar las pro-
bables vulneraciones al Reglamento Interior y de Debates de la propia Asamblea Nacional).”  

Debe precisarse que la Sala Constitucional, al dictar su sentencia, constató el hecho de 
que los dos diputados por el Estado Amazonas cuya desincorporación había sido ordenada 
judicialmente, efectivamente se desincorporaron luego de la sesión de instalación de la 
Asamblea, lo que a juicio de la Sala solo significó que la “Asamblea Nacional reconoció 
nuevamente su situación de desacato y de grave violación al orden constitucional,” y además 
que como ello ocurrió en “una sesión deliberadamente inválida por estar dirigida por una 
junta directiva electa y juramentada en desacato,” con ello, a juicio de la Sala “nuevamente 
reconocen de forma voluntaria la nulidad de todas sus actuaciones desplegadas en desacato.” 
En consecuencia, en virtud de que “la situación de desacato por parte de la Asamblea Nacio-
nal se ha mantenido y se mantiene de forma ininterrumpida,” la sala resolvió que ello: 
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“determina la actual omisión parlamentaria inconstitucional, entre otros, respecto de los actos 
de designación y juramentación de la actual Junta Directiva, así como de los actos subsi-
guientes desplegados por la misma, incluyendo las convocatorias a las sesiones posteriores y 
a las actuaciones desplegadas en las mismas y a los actos parlamentarios generados en ellas, 
además de la sesión del 9 de enero de 2016, en la que, además, al declarar el pretendido 
abandono del cargo por parte del Presidente Constitucional y en funciones de la República 
Bolivariana de Venezuela, Nicolás Maduro Moros, también desacataron deliberadamente la 
sentencia de esta Sala Nº 948 del 15 de noviembre de 2016.” 

De todo lo anterior, concluyó la Sala considerando que era “evidente la duda legítima” 
planteada por el Presidente de la República respecto a en funciones de la República Boliva-
riana de Venezuela, Nicolás Maduro Moros, respecto a la presentación de su Memoria anual 
conforme al artículo 237 de la Constitución, particularmente por el hecho de que respecto del 
control político que corresponde ejercer a la Asamblea Nacional sobre el gobierno y la Ad-
ministración,  

“la Asamblea Nacional ha venido generando, en los últimos meses, situaciones de desacato y 
vulneraciones al orden constitucional que han determinado su propia incapacidad para poder-
lo ejercer y, en fin, su deliberada abstención de desplegar válidamente el resto de atribucio-
nes constitucionales, al punto de determinar omisiones como las que se evidencian en el pre-
sente caso, entre las que se encuentra presenciar el mensaje presidencial anual previsto en la 
norma sub examine, a pesar del mandato popular al parlamento y de su juramento para cum-
plir y hacer cumplir la Constitución (lo que implica canalizar sus pretensiones políticas den-
tro del orden más elemental que previamente se ha dado el Pueblo: La Constitución). 

En virtud de la anterior, conforme a la atribución que tiene la Sala Constitucional de 
“declarar la inconstitucionalidad de las omisiones del poder legislativo” (art. 336.7), “ante la 
necesidad de restablecer la situación de anormalidad constitucional generada por la mayoría 
de diputados que integran la Asamblea Nacional en la actualidad,” la Sala en su sentencia 
dispuso, como se dijo: 

Que en esta oportunidad el Presidente Constitucional y en pleno ejercicio de sus funciones, 
ciudadano Nicolás Maduro Moros, debe rendir su mensaje anual al que refiere el artículo 237 
Constitucional, en el que dará cuenta de los aspectos políticos, económicos, sociales y admi-
nistrativos de su gestión durante el año inmediatamente anterior, ante el Tribunal Supremo de 
Justicia, en transmisión conjunta de radio y televisión, para llegar a la mayor cantidad de ve-
nezolanas y venezolanos. 

La Sala aclaró, sin embargo, en esta sentencia, que lo decidido “no significa que se esté 
anulando, haciendo nugatorio o impidiendo el ejercicio de las competencias y atribuciones 
inherentes a la Asamblea Nacional, sino precisamente garantizando que las mismas sean 
desplegadas dentro del marco del ordenamiento constitucional, cuya garantía corresponde a 
este Máximo Tribunal, conforme a lo previsto en los artículos 266 y 336 Constitucionales;” 
agregando sin embargo que:  

“mientras la Asamblea Nacional continúe en desacato a las decisiones emanadas de este Alto 
Tribunal, todos sus actos resultan manifiestamente inconstitucionales y, por ende, absoluta-
mente nulos y carentes de toda vigencia y eficacia jurídica, incluyendo las leyes que sean 
sancionadas (ver sentencia de esta Sala N° 2/2017); sin menoscabo de la responsabilidad in-
dividual de los miembros respectivos de la Asamblea Nacional y de la naturaleza propia de la 
figura de la inmunidad parlamentaria prevista en el artículo 200 del Texto Fundamental y 
ampliamente sustentada en las fuentes del derecho (ver, entre otras, la sentencia de esta Sala 
N° 612 del 15 de julio de 2016). Así se ratifica.”  
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En definitiva, que a juicio de la Sala Constitucional, la Asamblea Nacional no ha cesado 
de existir ‒obviamente pues está prevista en la Constitución y sus diputados fueron electos 
por el pueblo‒ pero que por decisión de la misma todas sus actuaciones son nulas e inefica-
ces.2 Es decir, como si no existiese. 

                                            
2  Como lo observó José Ignacio Hernández, “Si alguien podía tener alguna duda, estas nuevas senten-

cias evidencian que la Asamblea Nacional no puede ejercer sus funciones jurídicamente ni tiene po-
der para hacer cumplir las decisiones que adopte. […]. Para decirlo en lenguaje claro: los anteceden-
tes de la Sala Constitucional demuestran que, más allá de lo que haga la Asamblea Nacional, sus fun-
ciones serán desconocidas y sus actos anulados y suspendidos. Seguir insistiendo en ejercicio jurídico 
de esas funciones solo producirá el mismo resultado. Una y otra vez.” En José Ignacio Hernández, 
“TSJ reitera desacato de la AN y anula la declaración de abandono del cargo presidencial,” en Proda-
vinci, 12 de enero de 2017, en http://prodavinci.com/blogs/tsj-reitera-desacato-de-la-an-y-anula-la-
declaracion-de-abandono-del-cargo-presidencial-por-jose-ignacio-hernandez/ 


